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En el período de gobierno actual se ha 
acentuado en demasía la crisis política en 
7FOF[VFMB�� )FDIPT� DPNP� MB� EFUFODJØO� BS-
bitraria de ciudadanos sin órdenes judi-
ciales; las innumerables denuncias sobre 
la violación al debido proceso de deteni-
dos en las manifestaciones; la apertura de 
procedimientos penales a manifestantes 
con dilaciones innecesarias en su sustan-
DJBDJØO��FM�IPTUJHBNJFOUP�QÞCMJDP�QPS�QBSUF�
de los representantes de los órganos del 
1PEFS�1ÞCMJDP�/BDJPOBM�B�MPT�EJSJHFOUFT�EF�
la oposición venezolana; la criminalización 
de la protesta; las denuncias de ciudada-
nos por maltratos físicos y psicológicos de 
los funcionarios del Servicio Bolivariano de 
*OUFMJHFODJB�/BDJPOBM� 	4&#*/
�Z� MB�(VBSEJB�
Nacional Bolivariana durante su detención, 
TPO�QSÈDUJDBT�TJTUFNÈUJDBT�Z�SFJUFSBEBT�BQMJ-
DBEBT�QPS�GVODJPOBSJPT�QÞCMJDPT�EFM�&TUBEP�
venezolano en distintas instancias contra 
ciudadanos venezolanos que adversan o 
disienten del gobierno del presidente Nico-
MÈT�.BEVSP
�FTUP�EF�BDVFSEP�DPO�VO� JOGPS-
me elaborado en 2014 por la Organización 
$FOUSP�EF�+VTUJDJB�Z�1B[�	$&1";

�FO�FM�RVF�

TF� BOBMJ[BSPO�NÈT�EF� ��� DBTPT�EFOVODJB-
EPT�DPNP�QFSTFDVDJØO�QPMÓUJDB�
A partir de estos casos individuales se iden-
UJmDBSPO�MPT�NFEJPT�EF�SFQSFTJØO�Z�QFSTVB-
sión que han sido utilizados por el Gobierno 
EVSBOUF� FTUF� ÞMUJNP� QFSÓPEP� QSFTJEFODJBM
�
Z� RVF� SFnFKBSPO� QBUSPOFT� EFUFSNJOBEPT
�
BTÓ� DPNP� UBNCJÏO� MB� JEFOUJmDBDJØO�EFM� TJT-
tema de justicia como la mano política del 
(PCJFSOP�WFOF[PMBOP�B�MPT�mOFT�EF�SFBMJ[BS�
FTUB�QFSTFDVDJØO�
Del estudio realizado se desprende que el 
UJQP�EF�QBUSØO�EF�QFSTFDVDJØO�RVF�NÈT�IB�
sido utilizado por parte del Gobierno es la 
BQFSUVSB�EF�QSPDFEJNJFOUPT�EF�DBSÈDUFS�KV-
dicial o administrativo en contra de quienes 
disienten de su gestión; dichos procedi-
mientos se han caracterizado por no contar 
DPO�MPT�QBSÈNFUSPT�FTUBCMFDJEPT�QPS�FM�EF-
bido proceso, desvirtuando la función judi-
cial, la cual ha pasado de velar e impartir 
justicia, a ser un mecanismo de represión 
y persecución por parte del Gobierno, todo 
DPO�MB�mOBMJEBE�EF�JOUJNJEBS�P�BOVMBS�MB�BD-
UVBDJØO�EF�MB�PQPTJDJØO�WFOF[PMBOB�

"� MPT� mOFT� EFM� JOGPSNF� FMBCPSBEP� QPS� 
$&1";
�TF�FTUBCMFDFSÈ�DPNP�EFmOJDJØO�EF�
patrones de persecución política el conjun-
UP�EF�BDDJØO	FT
�SFQSFTJWB	T
�EJSJHJEBT�B�VO�
individuo o un conjunto de individuos por 
motivo de su ideología política violando así 
los derechos humanos y libertades funda-
NFOUBMFT�EFM�JOEJWJEVP�

Apertura de procedimientos judiciales
La apertura de procedimientos judiciales 
en contra de los políticos y líderes disiden-
tes que conforman la oposición venezolana 
había sido un instrumento utilizado con fre-
cuencia durante el gobierno del presidente 
)VHP�$IÈWF[�'SÓBT�	���������
�Z�FT�BIPSB�
VUJMJ[BEP�QPS�FM�EF�TV�TVDFTPS�/JDPMÈT�.B-
EVSP�.PSPT
�B�mO�EF�JOUJNJEBS�Z�TJMFODJBS�
La apertura de estos procedimientos judi-
ciales se han caracterizado por la violación 
del derecho al debido proceso y a la libertad 
personal, derechos humanos consagrados 
FO� MPT� BSUÓDVMPT� ��� Z� ��� EF� MB�$POTUJUVDJØO�
EF� MB� 3FQÞCMJDB� #PMJWBSJBOB� EF� 7FOF[VFMB�
	$3#7

�SFTQFDUJWBNFOUF
�BTÓ�DPNP�FO�EJWFS-
TPT�USBUBEPT�JOUFSOBDJPOBMFT�FO�MB�NBUFSJB�1

1. Entre los que se puede mencionar el artículo 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP) y artículo 8 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (CADH).

De órganos de justicia a instrumentos de persecución política 
Acciones legales que violan libertades políticas 
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El debido proceso implica, fundamental-
mente, los siguientes principios: 
• Derecho a la defensa y la asistencia ju-

rídica en todas las fases del proceso: 
toda persona tiene derecho de esgrimir 
los alegatos que sean necesarios para 
su propia defensa, del mismo modo que 
tiene derecho a contar con un abogado 
que lo asista y represente en todas las 
GBTFT�EFM�QSPDFTP�

• 1SJODJQJP� EF� QSFTVODJØO� EF� JOPDFODJB��
toda persona debe ser considerada 
como inocente hasta que las pruebas y 
FWJEFODJBT�EFNVFTUSFO�MP�DPOUSBSJP�

• 1SJODJQJP�EF�DFMFSJEBE�QSPDFTBM� Z� DVN-
plimiento de los lapsos procesales: la 
administración de la justicia debe lle-
varse a cabo en los lapsos procesales 
previstos en el ordenamiento jurídico, 
UFOJFOEP� DPNP� mO� MB� SFTPMVDJØO� EF� MBT�
DPOUSPWFSTJBT�B�MB�CSFWFEBE�QPTJCMF�

• 1SJODJQJP� EFM� KVF[� OBUVSBM�� FM� QSPDFTP�
EFCF�MMFWBSTF�B�DBCP�B�USBWÏT�EF�PSHB-
nismos creados previamente por ley, por 

MP�RVF�TF�QSPIÓCF�MB�FYJTUFODJB�EF�KVFDFT�
ad hoc
�FT�EFDJS
�DSFBEPT�EFTQVÏT�EF�MB�
PDVSSFODJB�EFM�IFDIP�PCKFUP�EFM�MJUJHJP�

• 1SJODJQJP� EF� MB� DPTB� KV[HBEB�� VOB� WF[�
que ha sido dictada la sentencia en re-
lación a la controversia y ya no sea po-
sible interponer recursos contra esta, 
RVFEB� EFmOJUJWBNFOUF� DFSSBEB
� TJFOEP�
JNQPTJCMF�TV�SFBQFSUVSB�

Destitución de cargos
4F�FOUJFOEF�QPS�iEFTUJUVDJØO�EF�DBSHPT�QÞ-
blicos a políticos disidentes” la separación 
EFM�DBSHP�QÞCMJDP�RVF�TF�IB�HFOFSBEP�TP-
bre los distintos políticos que conforman la 
dirigencia de la oposición venezolana de 
NBOFSB� JOWPMVOUBSJB�P�CBKP�QSFTJPOFT��&TUF�
mecanismo ha sido utilizado por el gobierno 
actual, quien apoyado por el TSJ han ale-
gado la comisión de actos que vulneran el 
ordenamiento jurídico por parte de algunos 
funcionarios para proceder a su destitución 
JONFEJBUB� EFM� DBSHP� QÞCMJDP� RVF� IBCÓBO�
asumido, incluyendo los de elección popu-

MBS�� "DUVBMNFOUF� TF� IBCMB� EF� iEFTUJUVDJØO�
del cargo” dado que en particulares lo que 
sucede es el despido o la renuncia obliga-
EB�BM�DBSHP�FO�FM�RVF�FTUBCB�MBCPSBOEP�

Allanamientos irregulares a la propiedad 
privada
El allanamiento de la propiedad privada es 
una medida que permite el ordenamiento 
jurídico venezolano bajo una orden judi-
cial, consiste en el ingreso al domicilio de 
la persona para realizar las investigaciones 
pertinentes bajo la presunción del acaeci-
NJFOUP�EF�VO�IFDIP�QVOJCMF��-B�$3#7�QSP-
tege el derecho a la propiedad en su artícu-
MP����Z�FYQSFTB�EF�NBOFSB�EJSFDUB�TPCSF�MB�
QSPQJFEBE�� i	y
�/P�QPESÈO�TFS�BMMBOBEPT
�
sino mediante orden judicial, para impedir 
la perpetración de un delito o para cumplir, 
de acuerdo con la ley, las decisiones que 
dicten los tribunales, respetando siempre la 
EJHOJEBE�EFM�TFS�IVNBOPw�
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Allanamiento a la inmunidad parlamentaria
4FHÞO�FTUBCMFDF� MB�$3#7� MB� GVODJØO� MFHJT-
lativa a nivel nacional se encuentra a cargo 
EF� MB� "TBNCMFB�/BDJPOBM� 	"/

� MB� DVBM� FT�
VO�1PEFS�1ÞCMJDP�JOEFQFOEJFOUF
�Z�TFQBSB-
EP�EF� MPT�PUSPT�DVBUSP��-PT�EJQVUBEPT�RVF�
integran la AN son electos por voto directo, 
TFDSFUP�Z�VOJWFSTBM�
El allanamiento de la inmunidad parlamen-
taria es el mecanismo mediante el cual se 
solicita ante la AN que se levante la inmuni-
dad de la cual goza el diputado, siendo el 
54+�FM�ÞOJDP�ØSHBOP�FODBSHBEP
�QSFWJB�TPMJ-
citud del levantamiento de la inmunidad, de 
llevar a cabo el proceso penal de enjuicia-
NJFOUP�EFM�EJQVUBEP��&M�MFWBOUBNJFOUP�EF�MB�
JONVOJEBE�QBSMBNFOUBSJB�IB�TJEP�VOB�mHVSB�
utilizada por el Gobierno para anular del pa-
OPSBNB�QPMÓUJDP�Z�FTQFDÓmDBNFOUF�QBSB�JN-
posibilitar a algunos diputados de intervenir 
GSFOUF�B�MB�"/�

Inhabilitación política
%F�BDVFSEP�DPO�FM�BSUÓDVMP����EF� MB�$3#7�
toda persona que no se encuentre sujeta a 
OJOHÞO�UJQP�EF�JOIBCJMJUBDJØO�QPMÓUJDB�OJ�B�JO-
terdicción civil puede ejercer los derechos 
y deberes políticos propios de los ciudada-
nos que se encuentran contemplados en la 
$POTUJUVDJØO�
Así pues, la inhabilitación es una pena dic-
tada mediante sentencia condenatoria por 
MB�DPNJTJØO�EF�VO�EFMJUP�Z� MB�$3#7�FT�DMB-
ra al precisar el alcance de esta condena, 
frente al supuesto de hecho delictivo trae 
como consecuencia la supresión de los de-
rechos y deberes políticos del condenado, 
FTUPT� TF� SFmFSFO� CÈTJDBNFOUF� B� MB� PCUFO-
DJØO�EF�DBSHPT�QÞCMJDPT�Z� MB�QBSUJDJQBDJØO�
FO�MPT�BTVOUPT�QÞCMJDPT
�ZB�TFB�TVGSBHBOEP�
	QBSUJDJQBDJØO�BDUJWB
�P�TJFOEP�FMFDUP�	QBSUJ-
DJQBDJØO�QBTJWB
�

Usurpación de las funciones públicas
4FHÞO�MB�$3#7
�7FOF[VFMB�FT�VOB�3FQÞCMJDB�
DPO�TFQBSBDJØO�EF�QPEFSFT�QÞCMJDPT
�QPS�MP�
que el ejercicio de las funciones de gobier-
no: normativas, administrativas y judiciales 
se encuentran claramente determinadas a 
USBWÏT�EF�MB�DSFBDJØO�EF�ØSHBOPT�B�OJWFM�OB-
cional, estadal y municipal para cada uno 
EF�MPT�QPEFSFT�QÞCMJDPT2��-BT�BUSJCVDJPOFT�
de cada órgano se encuentran claramente 
descritas en el artículo 138 y siguientes de 
MB�$3#7
�QPS�MP�DVBM�UPEPT�MPT�BDUPT�RVF�EF-
SJWFO�EF�MB�VTVSQBDJØO�B�MB�BVUPSJEBE�QÞCMJ-
DB�TPO�JOFmDBDFT
�Z�QPS�UBOUP�TVT�BDUPT�TPO�
OVMPT�
&T� BTÓ� DPNP� MVFHP� EF� VO� BOÈMJTJT� DPOTUJ-
tucional y verídico respecto a la situación 
EF�TFQBSBDJØO�EF�QPEFSFT�QÞCMJDPT�FO�7F-
OF[VFMB
� OP� RVFEB�NÈT� RVF�NBOJGFTUBS� MB� 
clara violación a la norma suprema que rige 
el ordenamiento jurídico venezolano, y la 
clara violación al Derecho Humano de res-
peto a la garantías judiciales, ya que toda 

2 Poder Ejecutivo: presidente, vicepresidente, ministros (Poder Nacional), gobernador (Poder Estadal), Alcalde (Poder Municipal). Poder Judicial: TSJ (Poder Nacional). Tribunales en diversas materias y circunscripciones. 
Poder Legislativo: Asamblea Nacional (Poder Nacional), Consejo Legislativo (Poder Estadal), Consejo Municipal (Poder Municipal). Poder Ciudadano: Contraloría General de la República, Fiscalía General de la República, 
Defensoría del Pueblo (Poder Nacional), Contraloría Estadal (Poder Estadal), Contraloría Municipal (Poder Municipal). Poder Electoral: Consejo Nacional Electoral (Poder Nacional).
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persona tiene derecho a ser juzgada por un 
“juez o tribunal competente, independiente 
e imparcial”3; y cuando los procesos judi-
ciales o administrativos se desprenden de 
forma directa de las acusaciones por parte 
del Gobierno nacional, se pone en eviden-
DJB�VOB�DMBSB�TVNJTJØO�EFM�1PEFS�+VEJDJBM�Z�
la ausencia de la separación de los pode-
SFT� QÞCMJDPT
� RVJFOFT� FO� MB� BDUVBMJEBE� TF�
encuentran regidos en sus actuaciones por 
VO�QPEFS�DFOUSBM�
Hechos como la detención arbitraria de 
ciudadanos sin órdenes judiciales; las in-
numerables denuncias sobre la violación 
al debido proceso de detenidos en las ma-
nifestaciones; la apertura de procedimien-
tos penales a manifestantes con dilaciones 
innecesarias en su sustanciación; el hos-
UJHBNJFOUP�QÞCMJDP�QPS� QBSUF�EF� MPT� SFQSF-
TFOUBOUFT�EF�MPT�ØSHBOPT�EFM�1PEFS�1ÞCMJDP�
Nacional a los dirigentes de la oposición ve-
nezolana; la criminalización de la protesta; 
las denuncias de ciudadanos por maltratos 
físicos y psicológicos de los funcionarios 

del SEBIN y la Guardia Nacional Bolivariana 
durante su detención, TPO�QSÈDUJDBT� TJTUF-
NÈUJDBT� Z� SFJUFSBEBT�BQMJDBEBT�QPS� GVODJP-
OBSJPT� QÞCMJDPT� EFM� &TUBEP� WFOF[PMBOP� FO�
distintas instancias en contra ciudadanos 
venezolanos que adversan o disienten del 
(PCJFSOP�EFM�QSFTJEFOUF�/JDPMÈT�.BEVSP��

Aquiescencia de actos violentos 
La “aquiescencia de actos violentos”4  pue-
de ser contra dirigentes políticos de la 
oposición por parte del Gobierno, y contra 
DVBMRVJFS�QFSTPOB��&T�EF�SFDPSEBS�RVF�FTUP�
UBNCJÏO� JNQMJDB� MB� PNJTJØO� B� TV� EFCFS� EF�
garantía dado que no reprime, y en algunos 
casos favorece la agresión que realizan par-
tidarios ideológicos del Gobierno en contra 
EF�MB�PQPTJDJØO�
&M�QBUSØO�EF�QFSTFDVDJØO�NÈT�VUJMJ[BEP�QPS�
el Gobierno es la apertura de procedimien-
UPT�FO�DPOUSB�EF�MB�EJTJEFODJB��$BSBDUFSJ[ÈO-
dose estos principalmente por la violación 
a los principios del debido proceso, dado 

que las detenciones se desarrollan sin or-
EFO�EF�DBQUVSB�Z�MB�TVQVFTUB�nBHSBODJB�TF�
ve desvirtuada cuando las acusaciones y 
MBT�BDDJPOFT�EF�RVJFOFT�FTUÈO�TJFOEP�EFUF-
nidos son en ese momentos distintos a los 
RVF�MFT�BEKVEJDBO�Z�OP�DPOFYPT��BEFNÈT�OP�
se respeta el derecho a la defensa en las 
primeras 48 horas de detención al no permi-
UJSMFT�DPNVOJDBDJØO�DPO�TVT�BCPHBEPT�
El Gobierno busca silenciar el liderazgo de 
políticos que divergen de su gestión o ideo-
logía, y que representan una parte muy im-
QPSUBOUF�EF�MB�TPDJFEBE��'SFOUF�B�FTUP�MB�SFT-
puesta gubernamental se ha basado en una 
QFSTFDVDJØO� DPODVSSFOUF� Z� TJTUFNÈUJDB� EF�
dichos líderes y políticos opositores, gene-
rando una crisis profunda en materia de de-
SFDIPT�IVNBOPT�Z�QSJODJQJPT�EFNPDSÈUJDPT�

3 Convención Americana sobre Derechos Humanos. Suscrita en la Conferencia Especializada Interamericana sobre Derechos Humanos, en San José, Costa Rica 7 al 22 de noviembre de 1969. Artículo 8.
4 La aquiescencia o consentimiento de los actos violentos en contra de líderes y dirigentes políticos de la oposición por parte del Gobierno implica la omisión a su deber de garantía dado que no reprime y en algunos casos 

favorece la agresión que realizan partidarios ideológicos del Gobierno en contra de la oposición. Por ejemplo el ataque al dirigente político Julio Borges durante la sesión del 30 de abril de 2014 en la AN por otros miembros 
del Parlamento. Ampliar noticia en: http://www.noticias24.com/venezuela/noticia/165723/la-imagen-herido-el-diputado-opositor-julio-borges-enla-sesion-ordinaria-de-la-an-de-hoy/ (Revisado el: 25/11/16).
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Venezuela, de acuerdo a lo establecido en 
MB� $POTUJUVDJØO� /BDJPOBM
� TF� DPOTUJUVZF� FO�
VO�&TUBEP�EFNPDSÈUJDP�Z�TPDJBM�EF�%FSFDIP�
y de Justicia, que propugna entre los valo-
res superiores de su ordenamiento jurídico 
y de su actuación, la libertad, la justicia, la 
igualdad, la democracia y en general, la 
preeminencia de los derechos humanos y 
FM� QMVSBMJTNP� QPMÓUJDP�� "TJNJTNP� FM� BSUÓDVMP�
��� EF� MB� $POTUJUVDJØO� FTUBCMFDF� RVF� UPEP�
DPOWFOJP� JOUFSOBDJPOBM��WÈMJEBNFOUF� TVT�
crito por el Estado— forma parte del bloque 
DPOTUJUVDJPOBM�
-B� OPSNB� GVOEBNFOUBM� UBNCJÏO� FTUBCMFDF�
que la soberanía reside intransferiblemente 
en el pueblo, quien la ejerce directamente 
FO� MB� GPSNB� QSFWJTUB� FO� MB� $POTUJUVDJØO� Z�
en la ley, e indirectamente, mediante el su-
GSBHJP
�QPS� MPT� ØSHBOPT�RVF�FKFSDFO�FM� 1P�
EFS� 1ÞCMJDP�� Z� B� UBM� FGFDUP� DPOTBHSB� FO� FM�
artículo 42 que los derechos políticos solo 
pueden ser suspendidos por sentencia ju-
EJDJBM� m�SNF�FO� MPT�DBTPT�RVF�EFUFSNJOF� MB�
Ley; asimismo, en el 72 establece que to-
dos los cargos de elección popular son re-
WPDBCMFT� TJ� VO�OÞNFSP�OP�NFOPS�EFM� ����

de los electores inscritos en la correspon-
diente circunscripción electoral convoca un 
SFGFSÏOEVN�SFWPDBUPSJP�
Sin embargo, a pesar de las claras disposi-
ciones constitucionales el Tribunal Supremo 
de Justicia en reiteradas oportunidades ha 
establecido:
���� -B� JOIBCJMJUBDJØO�QPMÓUJDB� FT�QPTJCMF� OP�

TPMP� QPS� TFOUFODJB� KVEJDJBM� m�SNF� TJOP�
que puede ser establecida por un ór-
gano administrativo stricto sensu o por 
un órgano con autonomía funcional, 
QPSRVF�MB�OPSNB�GVOEBNFOUBM
�TFHÞO�MB�
4BMB�$POTUJUVDJPOBM�EFM�5SJCVOBM�4VQSF�
NP�EF�+VTUJDJB
�OP�FYDMVZF� UBM�QPTJCJMJ�
EBE
�PCWJÈOEPTF�EF�FTUB�GPSNB�MB�SFTFS�
WB�DPOTUJUVDJPOBM�RVF�SFJOB�FO�FM�ÈNCJUP�
EF�MB�SFTUSJDDJØO�EF�UBMFT�EFSFDIPT�

� -B� 4BMB� UBNCJÏO� EFDMBSØ� JOFKFDVUBCMF�
FM� GBMMP� EF� MB� $PSUF� *OUFSBNFSJDBOB� EF�
Derechos Humanos que condenó al Es-
UBEP�WFOF[PMBOP
�B�USBWÏT�iEF�MPT�ØSHB�
nos competentes, y particularmente del 
$POTFKP�/BDJPOBM�&MFDUPSBM�	$/&
�B�RVF�
asegure que las sanciones de inhabili-

tación no constituyan impedimento para 
la postulación a cargos de elección po-
pular”, en el caso referido a la inhabilita-
DJØO�EF�-FPQPMEP�-ØQF[�

���� -B�EFDMBSBUPSJB�EF� JOFKFDVUBCJMJEBE�EFM�
GBMMP�EF�MB�$PSUF�*OUFSBNFSJDBOB�EF�%F�
rechos Humanos, en el que se ordenó 
MB�SFJODPSQPSBDJØO�FO�TV�DBSHP�B�MPT�FY�
NBHJTUSBEPT�EF� MB�$PSUF�1SJNFSB�EF� MP�
$POUFODJPTP�"ENJOJTUSBUJWP
�"OB�.BSÓB�
3VHHFSJ�$PWB
�1FSLJOT�3PDIB�$POUSFSBT�
Z�+VBO�$BSMPT�"QJU[
�QPS�IBCFS�FNJUJEP�
una decisión judicial en la que determi-
naron la igualdad de oportunidades en 
MB�BTJHOBDJØO�EF�DBSHPT�FOUSF�NÏEJDPT�
de nacionalidad venezolana y cubana 
en la misión Barrio Adentro, en 2003, y 
TF�DPOEFOØ�B� MB�3FQÞCMJDB�#PMJWBSJBOB�
de Venezuela al pago de cantidades de 
dinero y a las publicaciones referidas al 
TJTUFNB�EJTDJQMJOBSJP�EF�MPT�KVFDFT�

� &M� GBMMP� EF� MB� $PSUF� *OUFSBNFSJDBOB
� TF�
acusó al Estado de afectar los valores 
fundamentales del orden constitucional 
EFM� QBÓT�� OP� PCTUBOUF� B� FYDFQDJØO� EFM�

SENTENCIAS QUE RESTRINGEN DERECHOS POLÍTICOS
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WPUP� TBMWBEP� EF� 1FESP� 3POEØO� )BB[
�
MPT�NJFNCSPT�EF�MB�4BMB�$POTUJUVDJPOBM�
rechazaron categóricamente la reincor-
QPSBDJØO�EF�MPT�KVFDFT�F�JOTUBSPO�BM�1P-
der Ejecutivo a denunciar y desacatar la 
$POWFODJØO Interamericana.

 En un comunicado difundido por el Foro 
por la Vida, coalición de organizaciones 
de derechos humanos de Venezuela, se 
argumenta que la sentencia del Tribu-
nal Supremo desconoce las garantías 
y obligaciones constitucionales para el 
conjunto de los derechos humanos y 
muestra un desconocimiento frontal y 
FYUSFNP�EF�MB�SFMFWBODJB�DPOTUJUVDJPOBM�
que tienen los tratados internacionales 
en el país, y en los que voluntariamente 
MB�OBDJØO�TF�IB�BETDSJUP�

 En este punto resulta ilustrativo men-
cionar que no es la primera vez que el 
1PEFS� +VEJDJBM�EF�VO�&TUBEP�EFTDPOP-
ce una sentencia emitida por el sistema 
JOUFSBNFSJDBOP��&O�����
� MB� TBMB�QMFOB�
EFM�$POTFKP�EF�+VTUJDJB�.JMJUBS�EF�1FSÞ�
EFM�SÏHJNFO�EF�"MCFSUP�'VKJNPSJ�EFTDP-

OPDJØ� MB� KVSJTEJDDJØO� EF� MB�$POWFODJØO�
Americana, y el Tribunal Supremo vene-
[PMBOP�KVTUJmDB�TV�BDUVBDJØO�CBTÈOEPTF�
FO�FTUF�IFDIP��4JO�FNCBSHP
�iSFDIB[BS�
órganos y convenciones de Derechos 
Humanos es perjudicial no solo para la 
DSFEJCJMJEBE�EF�7FOF[VFMB�TJOP�UBNCJÏO�
para un Sistema que ha contribuido a 
mejorar los Derechos Humanos de mu-
chos hombres, mujeres, niños y niñas en 
UPEB�MB�SFHJØOw
�FYQSFTØ�FO�VO�DPNVOJ-
DBEP�MB�EJSFDUPSB�BEKVOUB�EFM�1SPHSBNB�
EF�"NOJTUÓB�*OUFSOBDJPOBM�QBSB�"NÏSJDB
�
,FSSJF�)PXBSE��

 La posición del Tribunal Supremo impli-
ca un retroceso y una limitación para la 
TBMWBHVBSEB�EF�MPT�EFSFDIPT�IVNBOPT�

���� -B�4BMB�&MFDUPSBM�BM� JOUFSQSFUBS� MPT�BSUÓ-
DVMPT����Z����EF�MB�3FTPMVDJØO�DPOUFO-
UJWB�EF�MBT�/PSNBT�QBSB�3FHVMBS�FM�1SP-
DFEJNJFOUP�EF�1SPNPDJØO�Z�4PMJDJUVE�EF�
3FGFSFOEPT�3FWPDBUPSJPT�EF�.BOEBUPT�
EF� $BSHP� EF� &MFDDJØO� 1PQVMBS
� FTUB-
CMFDJØ�RVF�VOB�WÈMJEB�DPOWPDBUPSJB�EFM�
referendo revocatorio requiere reunir el 

WFJOUF� QPS� DJFOUP� 	���
� EF� NBOJGFTUB-
ciones de voluntad del cuerpo electo-
ral “en todos y cada uno de los estados 
Z�EFM�%JTUSJUP�$BQJUBM�EF� MB�3FQÞCMJDB�Z�
que la falta de recolección de ese por-
centaje en cualquiera de los estados o 
EFM� %JTUSJUP� $BQJUBM
� IBSÓB� OVHBUPSJB� MB�
WÈMJEB�DPOWPDBUPSJB�EFM�SFGFSFOEP�SFWP-
catorio presidencial”; lo cual –a todas 
MVDFTo�NPEJmDB�FM�BSUÓDVMP����EFM� UFYUP�
constitucional que solo establece como 
SFRVJTJUP�VO�OÞNFSP�OP�NFOPS�EFM�����
de los electores inscritos, limitando con 
ello el ejercicio del derecho político de 
SFWPDBS�DBSHPT�EF�FMFDDJØO�QPQVMBS�

���� -B�4BMB�&MFDUPSBM�EFM�5SJCVOBM�4VQSFNP�
EF�+VTUJDJB�JOUFSmSJØ�FO�MB�WJEB�JOUFSOB�EF�
MB�PSHBOJ[BDJØO�QPMÓUJDB�1BUSJB�1BSB�5P-
EPT�	115

�BM�EFTJHOBS�B�VOPT�KFGFT�EFM�
partido a la medida del Gobierno y, de 
esa forma, asegurar que el partido se 
mantuviera al lado del presidente Hugo 
$IÈWF[�

 Lo anterior, por cuanto las nuevas au-
UPSJEBEFT�EFM�115
�FODBCF[BEBT�QPS�TV�
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TFDSFUBSJP�HFOFSBM�4JNØO�$BM[BEJMMB
�SF-
TPMWJFSPO�FM����EF�PDUVCSF�EF������BQP-
yar la aspiración presidencial del líder 
PQPTJUPS
� )FOSJRVF� $BQSJMFT� 3BEPOTLJ��
La decisión generó una crisis en el seno 
de la agrupación, pues parte de la di-
SJHFODJB� JEFOUJmDBEB� DPO� FM� PmDJBMJTNP�
FYJHÓB� DPOUJOVBS� EFOUSP� EFM� (SBO� 1PMP�
1BUSJØUJDP� F� JOTDSJCJS� MB� DBOEJEBUVSB� EF�
$IÈWF[
�RVJFO�CVTDBCB�MB�SFFMFDDJØO�

� &M�DPOnJDUP�MMFHØ�IBTUB�MB�4BMB�&MFDUPSBM
�
al denunciar miembros del partido afec-
tos al Gobierno que la asamblea que 
DPODMVZØ�DPO�MB�EFTJHOBDJØO�EF�$BM[B-
EJMMB�Z�FM�SFTQBMEP�B�$BQSJMFT�WJPMFOUØ�MPT�
estatutos del partido; mientras que los 
demandados argumentaron que se ci-
×FSPO�B�MB�OPSNBUJWB�JOUFSOB�

� -B�DPOUSPWFSTJB�MMFHØ�B�TV�mO�DPO�FM�GBMMP�
O�¡����EF�MB�4BMB�&MFDUPSBM�FM���EF�KVOJP�
de 2012, cuando apenas restaban cua-
tro meses para los comicios presiden-
DJBMFT��&M�NÈYJNP� KV[HBEP
�FO�VOB�QP-
OFODJB�EF�MB�NBHJTUSBEB�+IBOOFUU�.BSÓB�
.BESJ[�4PUJMMP
�JODMJOØ�TV�CBMBO[B�B�GBWPS�
EFM�CBOEP�PmDJBMJTUB�

� -B� NFEJEB� mSNBEB� QPS� .BESJ[� 4PUJMMP
�
BOUJHVB� NJMJUBOUF� EFM� 1BSUJEP� 4PDJBMJT-
UB�6OJEP�EF�7FOF[VFMB� 	1467

� UVWP�FM�
FGFDUP�QSÈDUJDP�EF�FOUSFHBSMF� MB� UBSKFUB�
EF�115�BM�EJGVOUP�DPNBOEBOUF�$IÈWF[
�
quien alcanzó la reelección el 7 de oc-
UVCSF�EF������

���� -B�4BMB�&MFDUPSBM�UBNCJÏO�JOUFSmSJØ�FO�FM�
QBSUJEP� 1PEFNPT�� %JEBMDP� #PMÓWBS
� HP-
CFSOBEPS�EFM�FTUBEP�"SBHVB�FOUSF������
y 2008, huyó del país en 2009 para evi-
tar ser juzgado y encarcelado por co-
SSVQDJØO�� &M� .JOJTUFSJP� 1ÞCMJDP� EFUFDUØ�
RVF�EVSBOUF�MB�HFTUJØO�EFM�FYNBOEBUB-
rio regional se adjudicó directamente a 
un par de empresas “la adquisición de 
MB� UPUBMJEBE� EF� FRVJQPT� NÏEJDPT� QBSB�
suministrarlos a dos centros asistencia-
les que debían haber estado en funcio-
namiento en las poblaciones de Tejerías 
Z� FM� CBSSJP� -B� 4FHVOEFSB� 	$BHVB
�� TJO�
embargo, dichos hospitales nunca fue-
SPO� DSFBEPTw�� &M� EB×P� QBUSJNPOJBM� QPS�
este hecho ascendía a 20 millones de 
CPMÓWBSFT
�TFHÞO�MB�'JTDBMÓB�

 Esta historia dio un giro inesperado el 
���EF�BHPTUP�EF�������&TF�EÓB
�#PMÓWBS�
retornó al país sorpresivamente y pasó 
EF�QFSTFHVJEP�B�QFSTFHVJEPS��&O� MVHBS�
EF�BUBDBS�B�$IÈWF[�Z�BM�TJTUFNB�EF�KVT-
ticia venezolano que antes cuestionó, 
el dirigente político cargó contra Ismael 
García, junto con quien había funda-
EP�FM�QBSUJEP�1PS� MB�%FNPDSBDJB�4PDJBM� 
	1PEFNPT
�

� 1PEFNPT�OBDJØ�EF�VOB�EJWJTJØO�EFM�.P-
WJNJFOUP�"M�4PDJBMJTNP�	."4
�DPO� MB�m-
OBMJEBE� EF� TVNBSTF� BM� 1PMP� 1BUSJØUJDP�
Z� BQPZBS� B� $IÈWF[�� )BTUB� ����
� FTB�
organización respaldó al líder de la re-
volución bolivariana, pero luego, con 
García a la cabeza, pasó a la oposición 
y aupó la candidatura presidencial del 
HPCFSOBEPS�EFM�FTUBEP�.JSBOEB
�)FOSJ-
RVF�$BQSJMFT�3BEPOTLJ�

� #PMÓWBS�SFHSFTØ�B�$BSBDBT�DPO�FM�PCKFUJ-
vo de desbancar a García, recuperar el 
DPOUSPM�EF�1PEFNPT�Z�SFJODPSQPSBSTF�B�
MBT�mMBT�EFM�DIBWJTNP��&M�FYHPCFSOBEPS�
contó con un aliado poderoso: la Sala 
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$POTUJUVDJPOBM�EFM�5SJCVOBM�4VQSFNP�EF�
+VTUJDJB
� RVF� FO� TV� TFOUFODJB� O�¡� ����
dictada el 7 de junio de 2012, a cuatro 
meses de los comicios presidenciales, 
EFTJHOØ�QSFTJEFOUF�EF�1PEFNPT�B�#PMÓ-
var, quien de inmediato le quitó la tarjeta 
B�$BQSJMFT�3BEPOTLJ�F�JOTDSJCJØ�MB�DBOEJ-
EBUVSB�EF�$IÈWF[�

��� -B�4BMB�$POTUJUVDJPOBM�UBNCJÏO�SFTPMWJØ�
encarcelar y destituir al alcalde opo-
TJUPS� EF� 4BO� %JFHP� 	$BSBCPCP

� &O[P� 
Scarano, por considerar que había  
desacatado su orden de frenar las pro-
testas que estaban ocurriendo en ese 
NVOJDJQJP�

 Los jueces desecharon los criterios que 
IBCÓBO� TPTUFOJEP� QPS�NÈT� EF� VOB� EÏ-
DBEB�� 1PS� VOB� QBSUF
� TF� BSSPHBSPO� MB�
potestad de apresar a aquellos que in-
cumplan un amparo, sin necesidad de 
RVF� JOUFSWFOHB�FM�.JOJTUFSJP�1ÞCMJDP��Z
�
BEFNÈT
� SFNPWJFSPO� B� VO� GVODJPOBSJP�
de elección popular de su cargo, pese 
a que en el pasado habían mantenido 
que esto solo podía hacerse por medio 
EF�VO�SFGFSFOEP�SFWPDBUPSJP�

 El municipio San Diego se convirtió, a 
principios de 2014, en uno de los focos 
de la protesta contra el presidente Nico-
MÈT�.BEVSP��&M����EF�NBS[P�EF�FTF�B×P
�
el Tribunal admitió una acción contra 
Scarano y su jefe de seguridad, Salva-
tore Lucchese, por “omisión de acciones 
UFOEFOUFT�B�QSFWFOJS�EFTØSEFOFT�QÞCMJ-
DPTw� FO� TV� KVSJTEJDDJØO�� 4JFUF�EÓBT�NÈT�
tarde, Scarano entró al Tribunal Supremo 
como alcalde y salió como preso, sen-
UFODJBEP�B�DVNQMJS����NFTFT�Z����EÓBT�
EF�SFDMVTJØO�KVOUP�DPO�-VDDIFTF�

� &M�BCPHBEP�"MPOTP�.FEJOB�3PB�EFDMBSØ�
B�MPT�NFEJPT�RVF�MB�4BMB�$POTUJUVDJPOBM�
actuó como un tribunal penal y desarro-
lló un juicio “sumarísimo”, en el cual ni 
siquiera hubo una acusación de parte 
EFM� .JOJTUFSJP� 1ÞCMJDP�� i5FOÓBNPT� ���
testigos y, sin criterio alguno, se nos dijo 
RVF� TPMP� BDFQUBSÓBO� DJODP�� "QFOBT� TF�
nos concedieron 10 minutos, comparti-
EPT�FOUSF�FM�BMDBMEF�Z�ZP
�QBSB�FYQPOFS�
MPT�BMFHBUPT�EF�EFGFOTBw�

���� &M�5SJCVOBM�4VQSFNP�EF�+VTUJDJB�BWBMØ�MB�
EFDJTJØO� EFM� $POTFKP� /BDJPOBM� &MFDUP-

ral de impedirle a miles de venezolanos 
RVF� FTUÈO� FO� FM� FYUFSJPS� MB� QPTJCJMJEBE�
de votar, al negarles la inscripción con 
MB� FYJHFODJB� EF� RVF� EFCFO� EFNPTUSBS�
RVF�FTUÈO�MFHBMNFOUF�JOTUBMBEPT�FO�MPT�
QBÓTFT�EPOEF�TF�FODVFOUSBO�

 La Sala Electoral, en su sentencia  
O�¡����EFM����EF�NBS[P�EF�����
�SFDIB-
zó el recurso contencioso electoral que 
representantes de la asociación Defen-
TPSÓB�EF�MPT�7FOF[PMBOPT�FO�FM�&YUFSJPS�
	%FWFOFY
� JOUFSQVTJFSPO� FM� ��� EF� PD-
tubre de 2011 contra una circular que 
la rectora Sandra Oblitas, como presi-
EFOUB�QBSB�MB�ÏQPDB�EF�MB�$PNJTJØO�EFM�
3FHJTUSP� $JWJM� Z� &MFDUPSBM
� FOWJØ� B� MPT�
DPOTVMBEPT��&O�MB�NJTNB�MB�GVODJPOBSJB�
les recordaba que solo los venezolanos 
RVF�QSFTFOUFO�TV�DÏEVMB�EF�JEFOUJEBE
�
vigente o vencida; y un documento que 
EFNVFTUSF�RVF�FTUÈO�MFHBMFT�FO�FM�QBÓT�
EF� SFTJEFODJB� QPESÈO� JOTDSJCJSTF� QBSB�
TVGSBHBS�FO�FMFDDJPOFT�OBDJPOBMFT�

 En el dictamen redactado por el  
NBHJTUSBEP�+VBO�+PTÏ�/Þ×F[�$BMEFSØO
�
TF� OFHØ� RVF� FM� $POTFKP� /BDJPOBM� TF� 
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FTUVWJFSB� FYUSBMJNJUBOEP
� QPS� DVBOUP� FM�
documento no reglamenta la ley “sólo 
se reitera el cumplimiento de la normati-
WB�FMFDUPSBM�BQMJDBCMF�B�mO�EF�QSPDFEFS�
a la inscripción y actualización de datos 
del Registro Electoral de venezolanos 
SFTJEFODJBEPT�FO�FM�FYUFSJPSw�

� &M� BSUÓDVMP� ���� EF� MB� -FZ�0SHÈOJDB� EF�
1SPDFTPT� &MFDUPSBMFT� FTUBCMFDF�� i4ØMP�
QPESÈO�TVGSBHBS�FO�FM�FYUFSJPS�MPT�FMFD-
tores que posean residencia o cualquier 
PUSP� SÏHJNFO� RVF� EFOPUF� MFHBMJEBE� EF�
QFSNBOFODJB� GVFSB� EF� 7FOF[VFMB�� "TÓ�
NJTNP� QPESÈO� TVGSBHBS� FO� FM� FYUFSJPS
�
los funcionarios adscritos a las emba-
KBEBT
�DPOTVMBEPT�Z�PmDJOBT�DPNFSDJB-
MFTw��.JFOUSBT�RVF�FM�BSUÓDVMP����TF×BMB�
RVF�MB�DÏEVMB�EF�JEFOUJEBE�FT�FM�ÞOJDP�
EPDVNFOUP�RVF�TF�FYJHJSÈ�B�RVJFOFT�TF�
SFHJTUSFO�

 Frente a los señalamientos de que la 
medida supone una discriminación en-
USF�MPT�WFOF[PMBOPT�RVF�FTUÈO�FO�FM�QBÓT�
Z� MPT� RVF� FTUÈO� GVFSB
� MB� 4BMB� QSFmSJØ�
IBCMBS� EF� VO� iSÏHJNFO� FTQFDJBM
� EJGF-

SFODJBEPw��Z�SFDPSEØ�RVF�MB�MFZ�UBNCJÏO�
limita el tipo de elección en la que pue-
EFO�QBSUJDJQBS�MPT�WPUBOUFT�FO�FM�FYUFSJPS�
	TPMP�QVFEFO�TVGSBHBS�FO� MPT�DPNJDJPT�
QSFTJEFODJBMFT�Z�FO�SFGFSFOEPT
�

 Esta diferenciación dijo que viene por 
las “circunstancias particulares” a quie-
OFT� FTUÈO� EFOUSP� Z� GVFSB� EFM� QBÓT�� 4JO�
embargo, les recordó que si regresan 
QPESÈO�JOTDSJCJSTF�TPMP�DPO�MB�DÏEVMB�

��� &M� ��� EF� KVMJP� EF� ����
� FO�NFEJP� EF� MB�
RVF�TFSÓB�TV�ÞMUJNB�DBNQB×B�FMFDUPSBM
�
FM�EJGVOUP�QSFTJEFOUF�)VHP�$IÈWF[�QJEJØ�
a sus contrincantes que respetaran “a 
la Fuerza Armada Nacional Bolivariana, 
SFWPMVDJPOBSJB
�TPDJBMJTUB�Z�DIBWJTUBw��:�
EPT�B×PT�NÈT�UBSEF
�VOB�TFOUFODJB�EF�
MB� 4BMB� $POTUJUVDJPOBM� QSÈDUJDBNFOUF�
FYJHJØ�MP�NJTNP�

 El Tribunal Supremo de Justicia resolvió 
el 11 de junio de 2014 que los militares 
venezolanos podían participar en actos 
políticos y repetir consignas propias del 
1BSUJEP� 4PDJBMJTUB� 6OJEP� EF� 7FOF[VFMB�
	1467
�DPNP�i`$IÈWF[�WJWF
�MB�MVDIB�TJ-

HVFþw
�Z�i`1BUSJB
�TPDJBMJTNP�P�NVFSUFþw�
i� &O� UPEPT� MPT�FKÏSDJUPT�EFM�NVOEP�FYJT-

te el saludo militar, cuya manifestación 
responde a la idiosincrasia o cultura del 
país o al momento histórico, social y 
político por las que hayan atravesado”, 
JOEJDØ�MB�4BMB�$POTUJUVDJPOBM�FO�QPOFO-
DJB� EFM� NBHJTUSBEP� +VBO� +PTÏ�.FOEP-
za, quien antes de ingresar al Tribunal 
Supremo de Justicia fue diputado y di-
SJHFOUF� EFM� 1467�� &M� SB[POBNJFOUP� EF�
.FOEP[B� UBNCJÏO� TFSWJSÓB� QBSB� DPN-
QSFOEFS�QPS�RVÏ�B�NFEJBEPT�EFM� TJHMP�
QBTBEP�MPT�PmDJBMFT�EF�MB�"MFNBOJB�OB[J�
TF�TBMVEBCBO�BM�HSJUP�EF�i`)FJM
�)JUMFSþw�

� -B� 4BMB� $POTUJUVDJPOBM� BCPSEØ� FTUF�
asunto a petición del Frente Institucio-
OBM�.JMJUBS�	'*.

�RVF�FM����EF�NBS[P�EF�
����� MF� FYJHJØ� GSFOBS� MB� QBSUJEJ[BDJØO�
EF�MB�'"/#��&M�'*.�JOUFOUØ�FTUB�BDDJØO�
MVFHP� EF� RVF� FM� ��� EF� NBS[P� EF� FTF�
año, miembros activos de la institución 
castrense participaran en una marcha 
DPOWPDBEB�QPS�FM�1467�FO�BQPZP�B� MB�
(VBSEJB�/BDJPOBM�#PMJWBSJBOB�	(/#
��&M�
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chavismo realizó aquella manifestación 
“cívico-militar” en momentos en que la 
GNB era acusada de reprimir violenta-
mente las protestas contra el Gobier-
OP�EFM�QSFTJEFOUF�/JDPMÈT�.BEVSP
�RVF�
BSSPKBSPO�VO�TBMEP�EF�NÈT�EF����NVFS-
UPT�Z�DJFOUPT�EF�IFSJEPT�Z�EFUFOJEPT�

� "OUF�FM�SFDMBNP�EFM�'*.
�FM�54+�SFTQPO-
EJØ�FO�FTUPT�UÏSNJOPT��iMB�QBSUJDJQBDJØO�
de los integrantes de la Fuerza Armada 

/BDJPOBM�#PMJWBSJBOB�FO�BDUPT�DPO�mOFT�
políticos no constituye un menoscabo a 
su profesionalidad, sino un baluarte de 
QBSUJDJQBDJØO�EFNPDSÈUJDB�Z�QSPUBHØOJ-
DBw��"TJNJTNP
� JOUFSQSFUØ�RVF�FM�IFDIP�
de que un militar intervenga en este tipo 
EF�FWFOUPT�PSHBOJ[BEPT�QPS�FM�1467�FT�
“un acto progresivo de consolidación 
EF�MB�VOJØO�DÓWJDP�NJMJUBS
�NÈYJNF�DVBO-
do su participación se encuentra debi-
damente autorizada por la superioridad 
PSHÈOJDB�EF�MB�JOTUJUVDJØOw�

� &M�BSUÓDVMP�����EF�MB�$BSUB�.BHOB�EFmOF�
a la FAN como una “institución esencial-
mente profesional, sin militancia políti-
ca”, mientras que el 329 les recuerda 
a sus integrantes que tienen prohibido 
“optar a cargo de elección popular, ni 
participar en actos de propaganda, mi-
MJUBODJB�P�QSPTFMJUJTNP�QPMÓUJDPw�

DATOS DE LA SENTENCIA          PARTES ASUNTO MOTIVACIONES DE LA SENTENCIA

Sala Constitucional. TSJ. 
Expediente n.° 05-1853. 

Sentencia n.°1265 
del 5/8/2008

Ponente: Arcadio de Jesús Delgado Rosales

Concejal Ziomara Del 
Socorro Lucena Guédez 

vs. 
Ley Orgánica de la 

Contraloría General de la 
República y del Sistema 

Nacional de Control Fiscal

Solicitud de nulidad por inconstituciona-
lidad del artículo 105 de la Ley Orgánica 
de la Contraloría General de la República 
que otorga al Contralor General el poder 
de la inhabilitación política a funciona-
rios de elección popular, sin una decisión  
!rme de los tribunales

“No es necesario (...) el establecimiento de un procedimiento distinto para 
la aplicación de la sanción accesoria, pues tanto la sanción principal como la 
accesoria provienen del mismo ilícito demostrado durante el procedimiento 
de declaración de responsabilidad y el ente sancionador es siempre la Con-
traloría General de la República. (...) En lo concerniente a la imposibilidad de 
aplicar las sanciones accesorias (...); es preciso indicar que (…) la Contraloría 
General de la República, puede aplicar sanciones administrativas de confor-
midad con la ley (...) En función de lo expuesto, esta Sala considera que es 
posible, de conformidad con la ´Convención Americana sobre los Derechos 
Humanos´, restringir derechos y libertades, siempre que sea mediante ley, en 
atención a razones de interés general, seguridad de todos y a las justas exigen-
cias del bien común. (…) esta Sala concluye que la restricción de los derechos 
humanos puede hacerse conforme a las leyes que se dicten por razones de 
interés general, por la seguridad de los demás integrantes de la sociedad y por 
las justas exigencias del bien común, de conformidad con lo dispuesto en los 
artículos 30 y 32.2 de la ´Convención Americana sobre derechos humanos´.
(…) Por las razones antes expuestas esta Sala Constitucional del Tribunal Su-
premo de Justicia, al encontrar que los argumentos de la parte recurrente no 
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DATOS DE LA SENTENCIA          PARTES ASUNTO MOTIVACIONES DE LA SENTENCIA
desvirtuaron la presunción de constitucionalidad del artículo 105 de la Ley 
Orgánica de la Contraloría General de la República y del Sistema Nacional 
de Control Fiscal, declara sin lugar la demanda de nulidad interpuesta por 
la ciudadana Ziomara Del Socorro Lucena Guédez, contra la norma antes 
referida”.
Comentario: La Constitución establece que la inhabilitación política solo 
puede efectuarse por sentencia judicial !rme y a pesar de ello, en total vio-
lación del texto constitucional, se estableció que la inhabilitación política es 
posible por sanción administrativa.

Sala Constitucional. TSJ. 
Expediente n.° 11-1130. 

Sentencia n.° 1547 
del 17/10/2011

Ponente: Arcadio de Jesús Delgado Rosales

Procurador General de la 
República vs. fallo de la 
Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, de 

fecha 1 de septiembre de 
2011

Acción innominada de control de 
constitucionalidad contra fallo de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos en 
el que se condenó al Estado venezolano 
a que asegure que las sanciones 
de inhabilitación no constituyan 
impedimento para la postulación de 
Leopoldo López

“(...) la Corte Interamericana de Derechos Humanos persiste en desviar la 
teleología de la Convención Americana y sus propias competencias, emi-
tiendo órdenes directas a órganos del Poder Público venezolano (Asamblea 
Nacional y Consejo Nacional Electoral), usurpando funciones cual si fuera 
una potencia colonial y pretendiendo imponer a un país soberano e inde-
pendiente criterios políticos e ideológicos absolutamente incompatibles con 
nuestro sistema constitucional. (...) esta Sala Constitucional declara inejecu-
table el fallo de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, (...) en el 
que se condenó al Estado venezolano, a través de los órganos competentes, y 
particularmente del Consejo Nacional Electoral (CNE) (...)”.

Sala Constitucional. TSJ. 
Expediente n.° 08-1572. 

Sentencia n.° 1930 
del 18/12/2008

Ponente: Arcadio de Jesús Delgado Rosales

Ana María Ruggeri Cova, 
Perkins Rocha Contreras 

y Juan Carlos Apitz vs. 
Estado venezolano

Acción de control de la constitucionalidad 
referida a la interpretación acerca de la 
conformidad constitucional del fallo de 
la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, de fecha 5 de agosto de 2008, 
en el que se ordenó la reincorporación 
en el cargo de los exmagistrados de 
la Corte Primera de lo Contencioso 
Administrativo, se condenó a la República 
Bolivariana de Venezuela al pago de 
cantidades de dinero y a las publicaciones 
referidas al sistema disciplinario de los 
jueces

La Sala estableció que “la ejecución de la sentencia de la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos del 5 de agosto de 2008, afectaría principios y valores 
esenciales del orden constitucional de la República Bolivariana de Venezuela 
y pudiera conllevar a un caos institucional en el marco del sistema de justicia, 
al pretender modi!car la autonomía del Poder Judicial constitucionalmente 
previsto y el sistema disciplinario instaurado legislativamente, así como tam-
bién pretende la reincorporación de los hoy exjueces de la Corte Primera de 
lo Contencioso Administrativo por supuesta parcialidad de la Comisión de 
Funcionamiento y Reestructuración del Poder Judicial, cuando la misma ha 
actuado durante varios años en miles de casos, procurando la depuración del 
Poder Judicial en el marco de la actividad disciplinaria de los jueces. Igual-
mente, el fallo de la Corte Interamericana de Derechos Humanos pretende 
desconocer la !rmeza de las decisiones de destitución que recayeron sobre 
los exjueces de la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo (…)”.

Sala Político Administrativa. 
TSJ. Expediente n.° 2008-0278. 

Sentencia n.° 38 
del 19/1/2010

Ponente: Emiro García Rosas

Contraloría General de la 
República Bolivariana de 

Venezuela

La sala declara sin lugar recurso de 
nulidad interpuesto contra los actos 
administrativos de la Contraloría General 
de la República

“La parte recurrente se contradice en los argumentos planteados, al conside-
rar que a su representado se le ‘privó deliberadamente de la oportunidad pro-
cedimental de demostrar la certeza de sus alegatos’, y a su vez sostener que su 
representado ‘presentó su escrito de descargo y antes que la Administración 
Contralora dictara su decisión sancionatoria, formuló alegatos que contra-
decían las conclusiones arrojadas por el Informe De!nitivo de Auditoría Pa-
trimonial y, además, promovió especí!cos medios de prueba…’, pero que la 
Administración Contralora ‘no consideró los alegatos y pruebas presentados 
por [su] mandante dentro del procedimiento’. Por lo tanto, mal puede alegar 
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que a su representado se le impidió ejercer su derecho a la defensa cuando re-
conoce que formuló alegatos y promovió pruebas dentro del procedimiento.
(…) los hechos que se pretenden desvirtuar con las referidas testimoniales, 
aunque también fueron analizados en el acto impugnado, no tienen relación 
directa con el motivo por el cual se sancionó al recurrente, ya que en este caso 
la multa impuesta en el acto recurrido fue especí!camente por ‘falsear u ocul-
tar los datos contenidos o que deba contener su declaración de patrimonio…’, 
conforme el numeral 9 del artículo 33 de la Ley Contra la Corrupción, y no 
por ‘el presunto incremento patrimonial desproporcionado y la justi!cación 
de los gastos de vida’.
De manera que al no guardar el objeto de la prueba pertinencia con el hecho 
imputado la Administración no tenía el deber de valorarla, ello incluso sin 
necesidad de una declaración expresa de su impertinencia, dado que en los 
procedimientos administrativos la valoración de las pruebas se realiza con 
base en un formalismo moderado en virtud del principio de "exibilidad pro-
batoria, no estando la Administración atada a un régimen tan riguroso como 
el que se exige en la función jurisdiccional (…).
(…) el recurrente agotó la vía administrativa y judicial para la revisión del 
prenombrado auto de fecha 27 de julio de 2007, quedando en consecuencia 
de!nitivamente !rme el acto administrativo en el que se determinaron los 
hechos que permitieron constatar la omisión en la que incurrió el ciudadano 
Manuel ROSALES GUERRERO, respecto de los datos o elementos que debía 
contener su declaración jurada de patrimonio. De manera que, al ser materia 
de cosa juzgada, resulta improcedente realizar una nueva revisión de los he-
chos que dieron origen a la sanción impuesta al recurrente y, en consecuen-
cia, se desestima la denuncia de falso supuesto de hecho. Así se declara (…)
(…) se desestima el vicio de falso supuesto de derecho denunciado, así como 
el alegato referido a que la multa impuesta no se trata ‘de una «sanción obje-
tiva», respecto de la cual baste comprobar únicamente el hecho de la omisión 
efectiva de algún elemento o dato que debía contener la declaración jurada de 
patrimonio, (…) sino que tanto la constitución como la norma especí!ca que 
tipi!ca la sanción, exige la demostración de una conducta culpable’; ya que el 
supuesto fáctico tipi!cado en la norma in commento, presume que la sanción 
es aquélla que deriva de una conducta objetiva por parte del sujeto infractor 
y, por tanto –en el caso de autos– cuando el recurrente omitió incluir relevan-
tes datos en su declaración jurada de patrimonio, a juicio de esta Sala, operó 
la denominada responsabilidad objetiva. Así se declara (…)
(…) esta Sala no encontró vicios en el acto administrativo impugnado por 
lo que debe declararse sin lugar el recurso de nulidad intentado y !rme el 
referido acto. Así se declara. (…)”.
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Sala Constitucional. TSJ. 
Expediente n.° 11-1130. 

Sentencia n° 1547 
del 17/10/2011

Ponente: Arcadio de Jesús Delgado Rosales

Procurador General  
de la República

Acción innominada de control de consti-
tucionalidad contra fallo de la Corte In-
teramericana de Derechos Humanos en 
el que se condenó al Estado venezolano a 
que asegure que las sanciones de inhabili-
tación no constituyan impedimento para 
la postulación de Leopoldo López

“(…) esta Sala Constitucional declara inejecutable el fallo de la Corte Inte-
ramericana de Derechos Humanos, de fecha 1 de septiembre de 2011, en el 
que se condenó al Estado Venezolano, a través ‘de los órganos competentes, 
y particularmente del Consejo Nacional Electoral (CNE),’ a asegurar ‘que las 
sanciones de inhabilitación no constituyan impedimento para la postulación 
del señor López Mendoza en el evento de que desee inscribirse como can-
didato en procesos electorales’; anuló las Resoluciones del 24 de agosto de 
2005 y 26 de septiembre de 2005, dictadas por el Contralor General de la 
República, por las que inhabilitaron al referido ciudadano al ejercicio de fun-
ciones públicas por el período de 3 y 6 años, respectivamente; se condenó a la 
República Bolivariana de Venezuela al pago de costas y a las adecuación del 
artículo 105 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República y el 
Sistema Nacional de Control Fiscal.
Sin perjuicio de lo antes señalado, esta Sala advierte que la inhabilitación 
administrativa impuesta al ciudadano Leopoldo López Mendoza no le ha 
impedido, ni le impide ejercer los derechos políticos consagrados en la Cons-
titución. En tal sentido, como todo ciudadano, goza del derecho de sufragio 
activo (artículo 63); del derecho a la rendición de cuentas (artículo 66); de-
recho de asociación política (el ciudadano López Mendoza no solo ha ejer-
cido tal derecho, sino que ha sido promotor y/o fundador de asociaciones y 
partidos políticos); derecho de manifestación pací!ca (el ciudadano López 
Mendoza ha ejercido ampliamente este derecho, incluyendo actos de prose-
litismo político); así como, el derecho a utilizar ampliamente los medios de 
participación y protagonismo del pueblo en ejercicio de su soberanía (artí-
culo 70), incluyendo las distintas modalidades de participación ‘referendaria’, 
contempladas en los artículos 71 al 74 eiusdem, en su condición de elector.
Esto es así porque, se insiste, la inhabilitación administrativa di!ere de la 
inhabilitación política, en tanto y en cuanto la primera de ellas sólo está di-
rigida a impedir temporalmente el ejercicio de la función pública, como un 
mecanismo de garantía de la ética pública y no le impide participar en cual-
quier evento político que se realice al interior de su partido o que convoque 
la llamada Mesa de la Unidad Democrática, en los términos aludidos en la 
sentencia de esta Sala nº 661 del 22 de junio de 2010, caso: Juan Pablo Torres 
Delgado, en la que se precisó que ‘la participación política se ejerce mediante 
múltiples mecanismos democráticos en el que cada uno de los ciudadanos y 
ciudadanas y demás actores políticos que con!guran la sociedad venezolana 
hagan valer sus intereses bien sea mediante elecciones, alianzas, consensos y 
demás mecanismos políticos que son reconocidos por nuestro ordenamiento 
constitucional y legal en la medida en que se mantengan dentro del esquema 
constitucional’. Así se decide”.
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Sala Político Administrativa. TSJ. 
Expediente n.° 2015-0086. 

Sentencia n.° 840 
del 27/7/2016

Ponente: Eulalia Coromoto Guerrero Rivero

Delsa Solórzano y Manuel 
Rojas Pérez 

vs. 
Resolución del Ministerio 
del Poder Popular para la 

Defensa

Nulidad conjuntamente con amparo caute-
lar contra la Resolución n.° 008610 de fecha 
23 de enero de 2015, dictada por el Minis-
tro del Poder Popular para la Defensa

“(...) el análisis preliminar efectuado al acto recurrido, expuesto en páginas 
anteriores, concluyó que solo se permite el uso de armas de fuego en manifes-
taciones no pací!cas y que ello deviene del deber del Estado de garantizar la 
vida y derechos humanos de los manifestantes, de los funcionarios de seguri-
dad ciudadana, militares y de quienes no participan en dichas manifestacio-
nes violentas. (...) A objeto de garantizar el respeto de los derechos humanos 
se prevé expresamente que en el control de manifestaciones actuará personal 
debidamente adiestrado y capacitado en el tema dotado de equipos, imple-
mentos, armas y accesorios autorizados por los organismos internacionales 
para el restablecimiento del orden público. Por las razones expuestas, en esta 
fase cautelar, la Sala estima que la resolución impugnada no vulnera los dere-
chos a la vida y a la integridad personal (...)”.

Sala Electoral. TSJ. 
Expediente n.° 2016-0074. 

Sentencia n.° 147 
del 17/10/2016

Ponente: Indira Alfonzo Izaguirre

Erick Alexander Ramírez 
Trujillo 

vs. 
Normas para Regular 
el Procedimiento de 

Promoción y Solicitud de 
Referendos Revocatorios 
de Mandatos de Cargo de 

Elección Popular

Interpretación de los artículos 15 y 29 de 
la Resolución n.° 070906-2770, de fecha 6 
de septiembre de 2007, mediante la cual 
el Consejo Nacional Electoral dictó las 
Normas para Regular el Procedimiento 
de Promoción y Solicitud de Referendos 
Revocatorios de Mandatos de Cargo de 
Elección Popular

“(…) una válida convocatoria del referendo revocatorio requiere reunir el 
veinte por ciento (20%) de manifestaciones de voluntad del cuerpo electoral 
en todos y cada uno de los estados y del Distrito Capital de la República (…) 
la falta de recolección de ese porcentaje en cualquiera de los estados o del 
Distrito Capital, haría nugatoria la válida convocatoria del referendo revoca-
torio presidencial”.

Sala Electoral. TSJ. 
Expediente n.° 2016-0082. 

Sentencia n.° 153 
del 10/11/2016                                

Ponente: Indira Alfonzo Izaguirre

Julio Alejandro Pérez 
Graterol 

vs. 
Decisiones de Tribunales 

Regionales que congelaron 
la recolección del 20% 
de manifestaciones de 

voluntad

Amparo con medidas cautelares contra el 
CNE por paralizar la recolección del 20% 
de manifestaciones de voluntad

“En el caso examinado la parte actora incurrió ciertamente en una inepta 
acumulación, al concentrar en una misma solicitud, varios hechos y actua-
ciones supuestamente lesivos de distintos presuntos agraviantes, sin observar 
que no puede corresponder a un solo tribunal conocer y decidir pretensiones 
que corresponde ventilar ante distintos tribunales”.

Sala Electoral. TSJ. 
Expediente n.° 2011-084. 

Sentencia n.° 50
del 28/3/2012

Ponente: Juan José Núñez Calderón

Defensoría de los Vene-
zolanos en el Exterior 

(DEVENEX) 
vs. 

“Circular S/N y sin fecha 
emanada de la rectora 

principal Sandra Oblitas 
Ruzza, quien la suscribe en 
su condición de Presidenta 
de la Comisión de Registro 
Civil y Electoral del Conse-

jo Nacional Electoral

Recurso de Nulidad contra Resolución de 
la Comisión de Registro Civil y Electoral

“Una de las manifestaciones del régimen especial, previsto para los venezola-
nos en el extranjero, la constituye el hecho de que, a diferencia de los venezo-
lanos residenciados en el territorio nacional, únicamente podrán ejercer su 
derecho al voto en los procesos comiciales mediante los cuales serán electos 
el Presidente de la República o los integrantes del Parlamento Latinoamerica-
no, así como en los procesos referendarios, y no en la elección de otras autori-
dades, tales como gobernadores, alcaldes, integrantes de Asamblea Nacional, 
Consejos Legislativos o Concejos Municipales.
Por tanto, no se trata de la existencia de dos clases de venezolanos, sino de la 
exigencia de formalidades distintas para ejercer su derecho al sufragio, con 
fundamento en la diferente situación de hecho en que se encuentra un vene-
zolano residente en el exterior en relación con un venezolano residente en el 
territorio nacional”.
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Sala Constitucional. TSJ. 
Expediente n.° 14-0313. 

Sentencia n.° 651 
del 11/6/2014

Ponente: Juan José Mendoza Jover

Acción de Amparo Consti-
tucional contra el Ministro 
del Poder Popular para la 

Defensa, quien viola y obli-
ga a los miembros activos a 
participar en proselitismo 

político

Acción de Amparo Constitucional contra 
el Ministro del Poder Popular para la De-
fensa, quien viola y obliga a los miembros 
activos a participar en proselitismo político

“Para este caso en particular, que la participación de los integrantes de la 
Fuerza Armada Nacional Bolivariana en actos con !nes políticos no constitu-
ye un menoscabo a su profesionalidad, sino un baluarte de participación de-
mocrática y protagónica que, para los efectos de la República Bolivariana de 
Venezuela, sin discriminación alguna, representa el derecho que tiene todo 
ciudadano, en el cual un miembro militar en situación de actividad no está 
excluido de ello por concentrar su ciudadanía, de participar libremente en los 
asuntos políticos y en la formación, ejecución y control de la gestión pública”.

Sala Constitucional. TSJ. 
Expediente n.° 12-0402. 

Sentencia n.° 793 
del 7/06/2012

Ponente: Juan José Mendoza Jover

Secretario Nacional del 
Movimiento por la Demo-
cracia Social (PODEMOS), 

Didalco Antonio Bolívar 
Graterol vs. Sentencia 

dictada el 28 de marzo de 
2012 por la Sala Electoral 

TSJ

Revisión de la sentencia dictada el 28 de 
marzo de 2012 por la Sala Electoral de este 
Máximo Tribunal

“En ese sentido, y dado que esta Sala puede, en cualquier estado y grado del 
proceso, acordar, aún de o!cio, las medidas cautelares que estime pertinentes 
como garantía a la tutela judicial efectiva, de conformidad con el artículo 130 
de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia en concordancia con 
el artículo 26 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, 
acuerda, de o!cio, SUSPENDER los efectos de la decisión n.°: 53, dictada el 
28 de marzo de 2012, por la Sala Electoral de este Máximo Tribunal, hasta 
tanto sea resuelta la presente causa. Así se decide.
También, de la revisión efectuada a los recaudos acompañados al presente 
expediente, la Sala estima que existen su!cientes elementos de convicción 
acerca de posibles lesiones graves o de difícil reparación que se le estarían 
ocasionando al colectivo que se ve involucrado en el ejercicio y garantías de 
sus derechos políticos, respecto a los efectos que se re"ejan de la vigencia de 
algún acuerdo de postulación de candidatos realizado por la dirigencia del 
partido Movimiento por la Democracia Social (PODEMOS), en virtud de lo 
cual, con el !n de salvaguardar el derecho de participación en la elección de 
representantes y de asociación con !nes políticos mediante métodos demo-
cráticos de organización, funcionamiento y dirección, esta Sala SUSPENDE, 
hasta tanto sea resuelta la presente causa, los efectos del acto de la asamblea 
de la Organización con !nes políticos PODEMOS, de fecha 19 de marzo de 
2011. Así se decide”.

Sala Electoral. TSJ. 
Expediente n.° 2011-0089/ 2011-0095. 

Sentencia n.° 87 
del 6/6/2012.

Ponente: Jhannett María Madriz Sotillo

Secretario General Nacio-
nal y Secretario Nacional 

de la Organización del 
partido político Patria Para 
Todos (PPT) vs. Asamblea 
Nacional y la elección de 

las nuevas autoridades del 
Partido Político Patria Para 

Todos (PPT)

Nulidad total de las elecciones de nuevas 
autoridades del PPT

“Para garantizar el ejercicio del derecho de participación política de dicha 
organización en las próximas elecciones presidenciales, dada la renuncia 
del secretario general de dicha organización política, en atención a que el 
ciudadano Rafael Uzcátegui, es Secretario Nacional de Organización, el cual 
según lo previsto en el artículo 18 de los Estatutos, tiene dentro de sus fun-
ciones: coordinar la ejecución de las políticas a nivel nacional, mediar en 
los con"ictos internos que pudiera presentar la organización, cooperar en la 
organización del partido y velar por el estricto cumplimiento de los estatutos, 
actuando de conformidad con los artículos 26 y 259 de la Constitución de la 
República Bolivariana de Venezuela, designa al Secretario Nacional de Orga-
nización, para que cumpla con las atribuciones conferidas por los estatutos 
al Secretario General y para la ejecución de todo lo ordenado en el presente 
fallo. Así se declara”.
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